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               Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Buenos Aires,  18  de abril de 2006. 

RESOLUCION CM Nº 255 /2006

VISTO:



El expediente CM-SCD - 122/05-0, CDyA 336/05 del registro de la Comisión de Disciplina y Acusación de este Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y 

CONSIDERANDO:


Que el día 25 de Julio de 2005 el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal (CPACF) presentó denuncia contra el Dr. Alfredo Augusto Kersman, Juez a cargo del Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario Nro. 9, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (fs. 57) basada en el supuesto desconocimiento inexcusable del derecho, previsto en el art.122 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de buenos Aires.



Que dicha denuncia fue presentada por supuesta violación del control de ejercicio profesional que ejerce el Colegio Publico de Abogados de la Capital Federal, conforme art. 17 de la ley 23.187.

Que en cuanto a los hechos que la motivaron, se indicó que con fecha  27 de octubre de 2003, la Dra. Rozencwajg solicitó la intervención del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal debido al “llamado de atención” que le impusiera el Juez Dr. Alfredo Augusto Kersman en ocasión de la tramitación de los autos caratulados “García Lorena Elizabeth c/ G.C.B.A. s/Amparo” expte. 9594/0, por ante  el Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario Nº9 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a su cargo ordenando que una vez consentida la decisión se notificara al Colegio Público de Abogados para que analizara el comportamiento de la profesional en el ámbito de dicha organización.

Que posteriormente, el día 25 de noviembre de 2003, la Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires si bien resolvió revocar el llamado de atención efectuado en primera instancia, estableció que ...“Sin perjuicio de lo expuesto, cabe recordar el lugar de los participes del proceso de conducirse con lealtad, probidad, buen fe y decoro... corresponde destacar que el escrito de fs. 10 y vta. en el que la letrada calificó como “absurdo” (SIC) al planteo del magistrado no guarda el respeto que mutuamente se deben jueces y abogados.” 

Que el CPACF expresa que él mismo ejerce, en virtud de delegación legal, prerrogativas y obligaciones de derecho público que tienen por fin el control del ejercicio profesional.

Que manifiesta la peticionante que en cumplimiento de lo resuelto por el Consejo Directivo del Colegio Publico de Abogado de la Capital Federal, la Comisión de Juicio Político, emitió dictamen afirmando que el Sr. Juez incurrió en la causal de remoción prevista por el art. 122 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Que la denuncia fue remitida a la Presidencia de este Consejo de la Magistratura con fecha 25 de julio de 2005 y posteriormente al Dpto. de Sumarios del Área Jurisdiccional el día 27 del mismo mes y año. 

Que la denuncia fue ratificada con fecha 2 de agosto de 2005.

Que se encuentran agregados los dictámenes de mayoría y minoría de la Comisión de Disciplina y Acusación.

Que a su vez obra agregada la Res CM Nº 892/2005, por la cual se resolvió la apertura de sumario administrativo a fin de investigar los hechos denunciados, con dos votos en disidencia.  

Que la Sra. Jefa de Departamento de Sumarios del Área Jurisdiccional emitió dictamen de fecha 17 de febrero de 2006,  formulando cargos al Dr. Kersman. 

Que la Comisión de Disciplina y Acusación se apartó de dicho dictamen, por cuanto del análisis de las actuaciones, Que del análisis de las actuaciones, podemos concluir que las expresiones utilizadas  por la letrada para calificar la actuación del magistrado fueron inadecuadas, infringiendo lo dispuesto el art. 52 de CAyT, y que incluso la Sala II de la Cámara de Apelaciones que revoca el llamado de atención, estableció que la forma en que la letrada calificó la actuación de magistrado era irrespetuosa y atentaba contra el respeto y consideración que se deben recíprocamente magistrados y letrados.

Que el juez como director del proceso, posee ciertas prerrogativas o facultades ordenatorias que son indispensables para conducir el proceso dentro de los carriles de la buena fe y mantener el buen orden y decoro en los juicios, y no hay razones de peso para decidir que la entrada en vigencia de la Ley 23.187 haya transferido dichos poderes en su totalidad al Colegio Público de Abogados de la Capital Federal. (Cfr. Sala I, Cam . Nac. en la Contencioso Administrativo Federal, Causa Nº 416/93)

Que en el caso a estudio, cabe recordar la naturaleza que posee el llamado de atención. En este sentido, y no habiendo precedentes en los tribunales de la Ciudad de Buenos Aires,  podemos remontarnos al criterio sostenido por la Jurisprudencia a nivel nacional, quien en reiterados fallos ha interpretado que el “llamado de atención” que realiza un Juez a un letrado no constituye una sanción disciplinaria en sentido estricto.

 
Que a mayor abundamiento, también ha dicho que constituye “simplemente una observación o recomendación que tiene por objeto lograr una mejor administración de justicia”(...) teniendo en cuenta que se trata de una simple medida de advertencia, entiende el tribunal que la misma no le causa perjuicio...”Autolatina Argentina S.A. –Incidente- c/ A.N.A. s/ proceso de ejecución” causa 16.289/96 CNCAF, Sala I – Buján Licht, Coviello 18/07/96”; También la Sala I de la Cámara Civil y Comercial Federal ha sostenido en los autos “Diaz José y otro c/Godoy Sergio y otro s/ Daños y Perjuicios” Causa Nº9888/93 que el llamado de atención que los jueces realizan a los letrados de las partes, no configura una sanción disciplinaria en sentido estricto (...) Por lo que en principio no es susceptible del recurso de apelación, en razón de la inexistencia de un agravio actual.”(CFR. Esta Sala, Causas 1421 del 5.10.90, 2022 del 23.8.91 y 7874/93 del 28.2.95).

Que incluso la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, en el fallo “Autolatina Argentina S.A. – incidente- c/ANA s/ proceso de ejecución” ya citado, ha dicho refiriéndose a esta figura que: “(...) teniendo en cuenta que se trata de una simple medida de advertencia entiende el tribunal que la misma no le causa perjuicio, y por ende la providencia impugnada no es susceptible de recurso alguno(...)”; la jurisprudencia ha sostenido que por no ser el llamado de atención una sanción disciplinaria, este no ocasiona perjuicio alguno al letrado que se le aplique; en el mismo sentido se ha sostenido que “Toda vez que, según lo ha resuelto esta Sala, el Llamado de atención que los jueces realizan a los letrados de las partes, no configura una sanción disciplinaria en sentido estricto, no es susceptible como principio del recurso de reconsideración(...)” Caledonia Arg. Cia. De Segs. SA c/Nanscimbeni Nestor s/ faltante. Causa Nº11353/95, Cam CivCom Fed: 1 29/06/95.

Que en este orden de ideas, es posible que en determinados supuestos de hecho, la potestad disciplinaria jurisdiccional y la facultad sancionadora matricular que corresponde al Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, confluyan sin que esto implique un desplazamiento de una a favor de la otra. En este caso, la facultad concurrente, posibilita que el Magistrado ejerza los poderes que la Constitución y la Ley le otorgan a la vez, que el Colegio Público de Abogados promueva su atribución punitiva sobre los matriculados, conferidas por la Ley 23.187. Así lo ha entendido la doctrina del Fuero Contencioso Administrativo al expresar:” De lo expuesto se desprende que existen atribuciones compartidas por los Magistrados y el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, distribuidas conforme sus propias competencias. En tanto aquellas derivan del imperium insito en la jurisdicción y tienden a la observancia de la regularidad en el desarrollo de los procesos, las de este surgen expresamente de las funciones institucionalmente conferidas por la ley de su creación y se vinculan con la particular naturaleza de la profesión que consiste en el interés superior del derecho y la justicia” (Código Contencioso Administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires comentado. Carlos F. Balbín (Director) pág. 176, LexisNexis, Argentina).

Que no obstante lo expuesto, podemos citar como precedente lo resuelto en el expediente CM Nº183/04 “TREACY, Guillermo Fabio s/ Denuncia” en el cual, si bien los hechos difieren de los concernientes al caso en estudio, la cuestión de fondo sobre la cual este Consejo tuvo que expedirse es coincidente. En aquella oportunidad, el Magistrado a cargo del Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario de la CABA Nº3,  impuso una multa a un letrado interviniente en un proceso que tramitó por ante el Juzgado a su cargo.

Que no obstante ser la multa impuesta en dicha ocasión al letrado, una imposición disciplinaria “más severa” que la que se discute en este proceso, el Plenario de este Consejo resolvió a favor del archivo de las actuaciones.

 Que a modo de conclusión podemos decir que sin perjuicio de las prerrogativas disciplinarias que ejerce el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal sobre los matriculados, en el caso a estudio el llamado de atención impuesto por el Magistrado a la letrada durante la tramitación del proceso no puede catalogarse como sanción de tipo disciplinaria en sentido estricto (Conf. La Jurisprudencia citada), y que solamente constituye una prerrogativa o herramienta que con la que cuenta el Magistrado como director del proceso, que tiene por objeto lograr una mejor administración de Justicia, el mantenimiento del decoro y el orden durante el desarrollo del proceso, y que esto no puede interpretarse como un desconocimiento inexcusable del derecho, como pretende el denunciante.

Que sin perjuicio de ello, el art. 28 del CCAyT conserva la misma redacción que del art. 35 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y no hace distinción alguna entre partes y abogados, por lo que claramente puede interpretarse que los letrados de la matrícula también son pasibles de ser sancionados por faltas al decoro procesal.

Que partiendo de dicha base y considerando los extremos del art. 28 inc 3 del CCAyT la previsión resulta suficiente cuando exista una falta disciplinaria.

Que el art. 27 inc. 5 apartado d) del citado cuerpo adjetivo, impone al Magistrado como deber el prevenir y sancionar todo acto contrario al deber de lealtad, probidad y buena fe.

Que así mismo, dar tramite al presente caso, debido a la interpretación del derecho relativo a las facultades disciplinarias propias que posee el mismo con relación a los intervinientes en el proceso, significaría aceptar que este no posee dichas facultades debiendo quedar en el futuro sometidas todas sus decisiones de estas características, a la intervención del Consejo de la Magistratura, ello es inaceptable.

Que resulta discutible, en cuanto lo dispuesto por el art. 39 del mismo cuerpo legal que la intervención del Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados excluya en forma total la potestad sancionatoria del tribunal de los letrados de la matricula, ya que es claro que el juez debe velar por el decoro procesal en la actuación profesional de quienes intervienen en el proceso (art. 27 in. 5 y 28 del CCAyT), pues ello hace a la propia esencia de su función y que por otro lado existe la defensa de la ética profesional por la cual, efectivamente, y sin duda, debe velar el Colegio Público de Abogados por imperio de la Ley 23.187.

Que por todo ello es, no puede interpretarse que haya habido en este caso un desconocimiento inexcusable del derecho como se pretende, pues en este contexto, ello importaría una intromisión en la división de poderes y en la autonomía del juez, único director del proceso.

Que finalmente, debe también tenerse presente lo sostenido por el máximo tribunal del país en el caso “ Del Sel, Percy ramón s/ sucesión” D.134.XXV, en el que se sostuvo que las facultades disciplinarias reconocidas a los jueces por los arts. 135 del CPCCN y 18 del Decreto ley 1258/58, para mantener el buen orden y el decoro en los juicios, no se superponen ni se confunden con las atribuciones de idéntica naturaleza conferidas al tribunal de disciplina del Colegio Público de Abogados por la Ley 23.187, en tanto estas ultimas persiguen el objetivo más amplio de asegurar el correcto ejercicio de la abogacía en todos los ámbitos de la actuación profesional.



Que la Comisión de Disciplina y Acusación de este Consejo emitió dictamen CDyA N° 10/2006 aconsejando a este Plenario el archivo de las actuaciones. 

Por ello, en función de las atribuciones conferidas por el art. 116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la Ley 31 y el Reglamento aprobado por Resolución CM Nº 384/2003;

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA 

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES 

RESUELVE:

Artículo 1º: Disponer el archivo de las presentes actuaciones.

Artículo 2º: Regístrese, pase a la Secretaría de la Comisión de Disciplina y Acusación para su notificación a la denunciante y al denunciado, y oportunamente archívese.

RESOLUCIÓN CM Nº 255 /2006

Carla Cavaliere        
         María Magdalena Iráizoz            
Carlos Rosenfeld                      

Felix Baldomar      

Ricardo Busso                             Juán Sebastián De Stefano               

Germán C. Garavano                       Ramiro Monner Sans 
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